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I. Introducción 

En el presente producto modelo de caso relacionado a la temática seleccionada 

cuestión de género, se analizará el fallo: “Pérez, Yésica Vanesa s/ homicidio simple” (CSJ 

003073/2015/RH001). En diciembre del 2020, la Corte Suprema decidió en dejar sin 

efecto la condena de ocho años prisión acusada de matar a su ex pareja que se le había 

dado a la Sra. Pérez, luego de tomar los argumentos presentados por el Procurador Fiscal; 

que incorporaba la perspectiva de género y pruebas relativas a hechos previos de 

violencia. Con anterioridad, la abogada defensora había interpuesto un recurso de queja 

evidenciando pruebas y testigos de la situación de violencia que venía padeciendo la 

imputada, pero no habían sido tenidos en cuenta en el Juicio de la Primera Circunscripción 

de Santa Rosa de La Pampa en el año 2014. 

Se considera que el fallo que se analizará tiene una relevancia dogmática y social, 

ya que muestra la necesidad de incluir la perspectiva de género en todos los ámbitos del 

derecho, y la necesidad social, de un cambio de paradigma e inclusión de todas las formas 

de violencias (Buompadre, 2013). En el derecho argentino se introducen temáticas 

relativas a las violencias contra las mujeres en la Ley 26.485 de Protección Integral a las 

mujeres (2009), los basamentos de la Convención de Belem do Pará (Ley 24.632, 1996), 

y la importancia de la formación en perspectiva de género en todos los escalafones de la 

Justicia que aporta la Ley Micaela (Ley 27.499, 2019). 

Considerando los problemas jurídicos del fallo, se identificaron tres tipos: lógico 

en el sistema normativo, de prueba y de relevancia (Alchourrón y Bulygin, 2012). El 

primer problema lógico se plantea al no incluir desde el marco legal el análisis del 

contexto de violencia de género y el estado de emoción violenta planteado por la defensa 

(sistemas incompletos lagunas). El segundo problema jurídico de prueba, se basó en 

considerar que se restringió el derecho de defensa por la no inclusión de testimonios sobre 

el contexto violencia de la imputada y el uso frecuente del cuchillo como elemento de 

defensa. Por último, el tercer problema jurídico de relevancia se concibe por un conflicto 
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de la determinación de la norma aplicable, ya que los Jueces del Superior Tribunal de 

Justicia de la Provincia de La Pampa; no habían aplicado la perspectiva de género.  

En el presente trabajo se realizará una breve descripción del fallo, para hacer 

hincapié en la ratio decidendi. Luego, se analizará la doctrina y jurisprudencia relevante 

para el análisis del caso, a los fines de plasmar la postura de la autora, y finalmente la 

conclusión. 

 

II. Reconstrucción de la premisa fáctica, historia procesal y decisión del 

tribunal 

En cuanto a los hechos de la causa que dieron inicio a la causa y primer dictamen 

se remontan al, “…11 de marzo de 2012, aproximadamente entre las 8.30 y 09.00 hs., 

cuando la imputada se trasladó en bicicleta y portando un cuchillo en búsqueda de su ex 

pareja, Al llegar al domicilio dende aquel se encontraba, llamó insistentemente a su ex 

pareja y que cuando él salió de la vivienda —mientras discutían— le asestó una puñalada 

que le causó una herida en el corazón que determinó su fallecimiento. Ya caído, la 

acusada le propinó otras cuchilladas recordándole que le había dicho que lo iba a 

matar” (CSJ 003073/2015/RH001). El Superior Tribunal de Justicia de La Pampa la 

condena con ocho años de prisión a la imputada como autora y responsable de homicidio 

simple a su ex marido. Pero en el fallo analizado, de la sentencia de la Corte Suprema de 

Justicia de la Nación el 10 de diciembre de 2020, la premisa fáctica se basó en que no se 

incluyó en el marco legal a la violencia de género y el estado de emoción violenta, la 

omisión de juicio y de impugnación de la situación de violencia doméstica y de género, 

y varios diversos testimonios que la imputada llevaba el cuchillo permanentemente 

consigo como forma de protección. Además, se agregan las pruebas de la situación de 

violencia que habría padecido la imputada y el efecto que habría tenido por ellas como 

estado pasional.  

En relación a la historia procesal se inicia por la sentencia N° 45/14, del 11 de 

julio de 2014 el con la Audiencia de Juicio de la Primera Circunscripción de Santa Rosa, 

provincia de La Pampa, declaró la autoría y responsabilidad penal de Yésica Vanesa P en 

orden al delito de homicidio simple (Artículo 79, Código Penal). Dicha sentencia, fue 

luego integrada con la resolución que el mencionado Superior Tribunal de Justicia de 

La Pampa dictó, el 19 de agosto del mismo año, con la condenada de ocho años de prisión 

más las accesorias legales.  

En 2018, el Dr. Casal Procurador Fiscal ante la Corte Suprema de Justicia de la 
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Nación explica los argumentos de vulneración de la legítima defensa de la sentenciada. 

Luego, el 10 de diciembre del 2020 la Corte Suprema comparte y hace suyos, en lo 

pertinente, los fundamentos y conclusiones expresados por el señor Procurador General 

de la Nación interino, y da lugar a la queja como recurso extraordinario; dejando sin 

efecto la sentencia apelada. El recurso de hecho había sido interpuesto por Yésica Vanesa 

Pérez, asistida por su defensora oficial Dra. Albornoz.  

El Tribunal de la Corte Suprema de Justicia de la Nación constituido por los 

magistrados Highton de Nolasco, Maqueda y Rosatti decide dar lugar al recurso de hecho 

o de queja interpuesto por la abogada defensora y deja sin efecto parcialmente la condena 

por homicidio simple; basándose en los argumentos presentados por el Procurador Fiscal 

Dr. Casal. 

 

III. Análisis de la ratio decidendi en la sentencia 

La ratio decidendi de la Corte Suprema en diciembre del 2020, son los 

fundamentos y conclusiones expresados por el Dr. Casal Procurador Fiscal General en el 

año 2018 como agravios al debido proceso; fundamentalmente por la vulneración del 

derecho a la defensa al excluir el contexto de violencia de género y el estado de emoción 

violenta. De este modo, se da lugar al recurso extraordinario de queja de la abogada 

defensora y se deja sin efecto, la sentencia. 

La obiter dicta son los argumentos complementarios que actúan como criterios de 

interpretación considerados por el Fiscal General. En primer lugar, se menciona el 

problema lógico, por no incluir el marco legal que considere la violencia de género y el 

estado de emoción violenta planteado por la defensa (sistemas incompletos lagunas) 

(Alchourron y Bulygin, 2012). El problema jurídico de relevancia se evidencia en la 

omisión, luce más grave por cuanto ambos tribunales, de juicio y de impugnación, habían 

dado por acreditada la existencia de esa situación de violencia doméstica y de género a 

partir de la cual la defensa desplegaba su argumentación. También, el Tribunal de 

impugnación omitió pronunciarse sobre el mérito de esos testimonios en los que el 

recurrente basaba su objeción y, en cambio, afirmó dogmáticamente que la presencia del 

arma se debía a que pensaba utilizarlo contra la víctima; lo que descartaba el estado de 

emoción. 

El tercer problema jurídico de prueba, se denota cuando la defensa había 

argumentado con base en diversos testimonios que la imputada llevaba el cuchillo 

permanentemente consigo, como forma de protección y la mañana del hecho; no podía 
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ser valorada como prueba de una premeditación. Además, se agregan las pruebas de la 

situación de violencia que habría padecido la imputada y el efecto que habría tenido por 

ellas como estado pasional.  

 

IV. Descripción del análisis conceptual, antecedentes doctrinarios y 

jurisprudenciales 

Desde la descripción del análisis conceptual del fallo, se destacan la Ley 26.485 

de Protección Integral a las mujeres (2009) que aspira a eliminar la discriminación 

entre mujeres y varones en todos los órdenes de la vida, afirmando en particular el 

derecho de las mujeres a una vida sin violencia. Además, se le agrega a esto, los 

basamentos de la Convención de Belem do Pará (Ley 24.632, 1996) que estipulan que 

toda mujer tiene derecho a una vida libre de violencia, tanto en el ámbito público como 

en el privado. Este derecho incluye, entre otros, el derecho de las mujeres a ser 

libres de toda forma de discriminación.  

En relación a los antecedentes doctrinarios, se menciona perspectiva de género 

como un proceso de evaluación de las consecuencias para las mujeres y los hombres de 

cualquier actividad planificada, inclusive las leyes, políticas o programas, en todos los 

sectores y a todos los niveles (Rossi, 2021). La Ley 26.485 (2009) en su Artículo 4º define 

la violencia contra las mujeres toda conducta, acción u omisión qué de manera directa o 

indirecta, tanto en el ámbito público como en el privado, basada en una relación desigual 

de poder, afecte su vida, libertad, dignidad, integridad física, psicológica, sexual, 

económica o patrimonial, como así también su seguridad personal. Otro concepto 

importante, es el de debido proceso; como la función del Estado de asegurar que las 

decisiones sean adoptadas con motivos y fundamentos razonables, en el marco de la 

protección de los derechos y garantía de acceso a la justicia (Gozan, 1999). 

Con respecto a los antecedentes jurisprudenciales, se menciona el fallo: “Casal, 

Matías Eugenio y otro s/ robo simple en grado de tentativa” (Fallos: 328:3399. C. 1757. 

XL. RHE); en el cual el Tribunal Superior deja sin efecto la pena de cinco años de prisión 

como coautor penalmente responsable del delito de robo calificado por el uso de armas. 

En este fallo la Corte consideró arbitraria la sentencia, ya que había vulnerado su derecho 

de defensa del imputado, según lo establecido en la reforma de la Constitución Nacional 

(1994). Otro fallo relacionado más directamente con la revisión de la sentencia por 

incorporación de perspectiva de género, en los autos caratulados: “Lescano Maria de los 

Angeles s.d homicidio calificado por haber mantenido una relación de pareja con la 
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victima habiendo mediado circunstancias extraordinarias de atenuación e.p Jorge 

Daniel Ibañez” (Exp. 387/2018). En el mismo, la Sra. Lescano que había sido condenada 

a trece años de prisión por matar puñaladas a su ex pareja en julio de 2019, por el Tribunal 

de Primera Instancia de Santiago del Estero, fue dejada en libertad por la revisión de la 

Cámara de Apelaciones y Control Tribunal de Alzada en lo Penal. El hecho sucedió en 

noviembre de 2017, y no se tomaron en consideración situaciones previas de violencias 

intrafamiliar, violaciones y denuncias. Este fallo fue apelado por la abogada defensora, y 

luego el Tribunal de Alzada en lo Penal resolvió absorber a Lescano por considerar que 

actuó en su legítima defensa y evaluarlo desde la perspectiva de género. Finalmente, en 

junio del 2020, Lescano puedo ser absuelta y reencontrarse con sus cinco hijos.  

 

V. Postura de autora 

Para emitir mi postura de autora tendré en consideración el fallo analizado, la 

historia procesal, los argumentos, los problemas jurídicos planteados y la resolución del 

Tribunal. Se destaca a modo general, los cambios en los criterios judiciales que se 

evidencian en la Corte Suprema de Justicia, a partir de la inclusión de la perspectiva de 

género en el análisis de los hechos con problemáticas de violencias; que además se 

perpetran en el tiempo haciendo recurrir a medidas de defensa por temor por la vida propia 

o de sus hijos y/o familiares. 

En el fallo analizado, la imputada fue condenada en primera instancia por el 

homicidio simple de su ex pareja; cuando luego de una discusión, el hombre fallece a 

causa de una puñalada en el año 2012. Con anterioridad, la mujer venia padeciendo 

situaciones de violencia intrafamiliar que la hacían temer por su vida y portar un cuchillo 

para defenderse. Luego en julio de 2014, se realizó la Audiencia de Juicio de la Primera 

Circunscripción de Santa Rosa de La Pampa; en la que se declaró la autoría y 

responsabilidad penal de Yésica Vanesa en orden al delito de homicidio simple (Artículo 

79, Código Penal) condenada de ocho años de prisión más las accesorias legales. En 2018, 

el Dr. Casal Procurador Fiscal ante la Corte Suprema de Justicia de la Nación explica los 

argumentos de vulneración de la legítima defensa de la sentenciada. Luego el 10 de 

diciembre del 2020, la Corte Suprema comparte y hace suyos estos argumentos; dejando 

sin efecto la condena. Finalmente, la mujer cumplió así prisión domiciliaria desde el día 

del hecho, y el fallo de la Corte Suprema llega cuatro años después de presentado el 

recurso y a seis años de ocurrido el hecho. 

El primer problema jurídico lógico en el sistema normativo se plantea al no incluir 
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desde el marco legal el análisis del contexto de violencia de género, que luego se resuelve 

con la decisión de dar vuelta una condena de primera instancia y absuelven a la imputada 

de todos los cargos de prueba y de relevancia. El segundo problema jurídico de prueba, 

se basó en considerar que se restringió el derecho de defensa por la no inclusión de 

testimonios sobre el contexto violencia de la imputada y el uso frecuente del cuchillo 

como elemento de defensa. Por último, el tercer problema jurídico de relevancia se 

concibe por un conflicto de la determinación de la norma aplicable, ya que la defensa 

argumenta que la sentencia no fue dictada con perspectiva de género y que el tribunal no 

consideró que se trató de legítima defensa (Alchourrón y Bulygin, 2012). 

Para ello, el Máximo Tribunal adhirió a los fundamentos del Procurador General 

de la Nación, quien en 2018 sostuvo que los jueces de la Primera Circunscripción de Santa 

Rosa cuando no consideraron la prueba pericial y testimonial cuyo reexamen pedía la 

defensa; expresando dogmáticamente que ninguno de los tres elementos tipificados de la 

emoción violenta, a saber: intensa conmoción de ánimo, motivo moralmente relevante y 

reacción inmediata ante la permanencia de circunstancias lesivas. Se trata de eludir nada 

más ni nada menos, que la situación central de existencia del estado pasional y 

circunstancias de violencias; que habría padecido la imputada y tuvieron el efecto de 

defensa ante el agresor “asesinado”.  

Finalmente, se acuerda con la decisión del Tribunal de la Corte Suprema de 

Justicia; doctores Highton de Nolasco, Maqueda y Rosatti que dan lugar al recurso de 

hecho interpuesto por la abogada defensora oficial; dejando sin efecto parcialmente la 

condena. Así mismo, se coincide con los argumentos presentados por el Procurador Fiscal 

Dr. Casal y expuestos también por la abogada defensora; vinculados a la situación de 

violencia que venía padeciendo la imputada previamente al hecho. 

VI. Conclusión 

Desde la perspectiva tradicional el Artículo 79 del Código Penal Argentino (T.O. 

1984 actualizado) establece que: “Se aplicará reclusión o prisión de ocho a veinticinco 

años, al que matare a otro, siempre que en este Código no se estableciere otra pena…”. 

Sin embargo, las regulaciones del derecho argentino como la Ley 26.485 de Protección 

Integral a las mujeres (2009), los basamentos de la Convención de Belem do Pará (Ley 

24.632, 1996), y Ley Micaela (Ley 27.499, 2019) han permitido introducir nuevas 

perspectivas de análisis de los fallos incluyendo las distintas formas de violencias y 



8 

 

variables psicosociales presentes en las condiciones de vida de los implicados. 

Por otra parte, se considera la importancia de que la justicia respete las garantías 

del debido proceso en la toma de decisiones (Thea, 2009), y es función del Estado, 

asegurar que las decisiones sean adoptadas con motivos y fundamentos razonables, en el 

marco de la protección de los derechos y garantía de acceso a la justicia (Gozan, 1999).  

Se acuerda con la resolución de la Corte Suprema de Justicia sobre el fallo “Pérez, Yésica 

Vanesa s/ homicidio simple” (10/12/2020), que dejó sin efecto parcialmente la condena 

prisión que venía cumpliendo una mujer acusada de matar a su ex pareja en el año 2012. 

Se cuestiona la lentitud del proceso judicial y así también las disímiles opiniones de los 

tribunales por no incluir el análisis de los casos desde la perspectiva de género.  

Teniendo en cuenta los problemas jurídicos del falo bajo estudio, el problema 

lógico en el sistema normativo no solo se genera con la no inclusión de la Ley 26.485 de 

Protección Integral a las mujeres (2009); sino que la misma requiere de pautas de lectura 

de género para revisar las pruebas e indicadores en los casos concretos. El otro problema 

jurídico de prueba se evidencia en hechos, situaciones y testigos de los actos de violencia 

que venía padeciendo la imputada. Esto además restringió el derecho de defensa por la 

no inclusión de testimonios sobre el contexto violencia de la imputada y el uso frecuente 

del cuchillo como elemento de defensa. El tercer problema de relevancia debido a que la 

sentencia no fue dictada con perspectiva de género y que el tribunal no consideró que se 

trató de legítima defensa; queda revisado cuando la Suprema Corte incluye los 

argumentos del Procurador Fiscal; principalmente basados en la perspectiva de género  

(Alchourron y Bulygin, 2012). 

Finalmente, en Argentina como en otras partes del mundo, la violencia de género 

se encuentra muy extendida e involucra para quienes la sufren, un sometimiento grave y 

muchas veces prolongado en el tiempo. A esto se le suma, que las respuestas del Estado 

resultan en algunos casos deficitarias, y las víctimas de violencias se defienden y terminan 

hiriendo o matando a sus agresores. Se reconoce por esto, la importancia de aplicar este 

instituto con perspectiva de género (Di Corleto, Pizzi y Masaro, 2021); y la formación en 

perspectiva de género en todos los escalafones de la Justicia (Ley 27.499, 2019). Se 

necesitan actividades planificadas, inclusive repensar nuevas leyes y políticas en todos 

los sectores y a todos los niveles. 
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CSJ 3073/2015/RH1 

Pérez, Yésica Vanesa s/ homicidio simple. 

 

orte Suprema de Justicia de la Nación 
 

Buenos Aires, 10 de Diciembre de 2020 

 

 

 

Vistos los autos: “Recurso de hecho deducido por la defensa 

en la causa Pérez, Yésica Vanesa s/ homicidio simple”, para 

decidir sobre su procedencia. 

Considerando: 

 
Que esta Corte comparte y hace suyos, en lo pertinente, 

los fundamentos y conclusiones expresados por el señor Procurador 

General de la Nación interino, en oportunidad de mantener en esta 

instancia el recurso del Fiscal General, cuyos términos se dan 

por reproducidos en razón de brevedad. 

Por ello, concordemente con lo expresado, se hace lugar a 

la queja, se declara procedente el recurso extraordinario y se 

deja sin efecto la sentencia apelada. Agréguese el principal, 

notifíquese y vuelvan los autos al tribunal de origen, para que, 

por quien corresponda se dicte un nuevo pronunciamiento con 

arreglo a lo expuesto. 
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Recurso de hecho interpuesto por Yésica Vanesa Pérez, asistida por la Dra. 

Cristina Paula Albornoz, Defensora Oficial. 

 

Tribunal de origen: Superior Tribunal de Justicia de la Provincia de La Pampa. 

 

Tribunal que intervino con anterioridad: Tribunal de Impugnación Penal de la 

Provincia de La Pampa. 
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CSJ 3073/2015/RH1 

Pérez, Yésica Vanesa s/ homicidio simple. 

 

orte Suprema de Justicia de la Nación 
 

Buenos Aires, 17 de Diciembre de 2020 

 

 

 

Autos y Vistos: 

 
En atención a que se ha deslizado un error material 

en la resolución de fecha 10 de diciembre del corriente año, 

aclárese que la parte donde se señala "en oportunidad de mantener 

en esta instancia el recurso del Fiscal General" debe ser 

excluida de la sentencia, lo que así se resuelve. Notifíquese y 

cúmplase. 
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